PROYECTO DE DECLARACION

La Honorable Cámara de Diputados de la 

Provincia de Buenos Aires 

Resuelve

Dirigirse al Poder Ejecutivo a fin de expresar que considera imperioso suspenda los efectos del Decreto 1538/08 hasta tanto se tome conocimiento del Expediente 2200-7900/08 y se verifiquen las razones específicas – que no surgen del Decreto de referencia – para que el mismo cumpla cabalmente con los recaudos que la Ley 11340 a la que se remite, establece para la declaración de emergencia.

Fundamentos

Señala en los considerandos de la decisión tomada por el Poder Ejecutivo Provincial a través del dictado del Decreto 1538/08 que “se propicia declarar, en los términos de la Ley 11340 de emergencia por razones de reconocida urgencia y gravedad la realización de obras de infraestructura en asentamientos existentes, en el territorio de la Provincia de Buenos Aires” en la que “existen miles de personas radicadas en asentamientos con alto grado de marginación física y social, en algunos casos en condiciones deficitarias de habitabilidad, con prescindencia de la forma física que adopta su fraccionamiento”, estimando además que “las deficiencias infraestructurales que presentan dichos asentamientos agravan las carencias que padecen sus habitantes, lesionando derechos de raigambre constitucional, debiendo tal situación ser remediada en forma inmediata por el Estado Provincial”.

Tras el reconocimiento de tal situación, establece el Gobernador en su Decreto que “mediante las obras a realizar se brindarán elementos que en el marco de una asistencia social integral permitirán garantizar la dignidad de las personas y su inserción social” y que “a tales efectos resulta necesario adoptar las medidas de índole presupuestaria correspondientes, a fin de atender las erogaciones derivadas de las obras y acciones a realizar”.

Con la breve enunciación que antecede, considera que “se encuentran cumplidos los requisitos exigidos por la Ley 11340 para declarar de emergencia la realización de obras de infraestructura, debiéndose advertir asimismo que este mecanismo ya ha sido utilizado con anterioridad, en ocasión del dictado del Decreto 920/01”, circunstancia ésta última que no constituye aval suficiente para impulsar la medida y aquella que se han considerado con ligereza los requisitos toda vez que la Ley establece por caso, que “dicha declaración deberá contener: a) La individualización del fenómeno con las derivaciones que produce y los objetivos que se persiguen con la obra y/o acción a ejecutar en la emergencia, en forma urgente e inmediata, mencionando claramente las zonas de influencia, a fin de justificar la toma de decisión”. Como se señala en el Decreto que nos ocupa “que la presente medida se dicta en uso de las atribuciones conferidas por el artículo 1° de la Ley 11340” vale apuntar lo que dicho artículo consigna: “El Poder Ejecutivo de la Provincia de Buenos Aires, queda autorizado para declarar de Emergencia Obras y/o acciones indispensables de ejecutar en forma inmediata por una reconocida urgencia o debido a imprevistas circunstancias, ante situaciones de desastre que se produzcan en zonas de la Provincia, afectadas por casos de fuerza mayor, tales como: incendios, inundaciones, terremotos, epidemias, debiendo informar en el mismo acto, a la Legislatura y a los Organismos de la Constitución que corresponda, respecto a su declaración”... pudiendo agregar que en el artículo 3 de la misma Ley se estipula que “la declaración de emergencia para obras y/o acciones autoriza al Poder Ejecutivo a realizar las contrataciones, gastos y tomar todas las decisiones necesarias para solucionar ó aliviar las consecuencias de desastre producidas y a la vez evitar las agravaciones que de él pudieran derivarse”.

Habida cuenta que no nos encontramos ante imprevista circunstancia, situaciones de desastre que se produzcan en zonas de la Provincia... se estaría aludiendo simplemente a “una reconocida urgencia”, declaración insuficiente para obviar la definición específica del ámbito en el que se la detecta, los trabajos, obras y acciones que –también con la mayor especificidad- se proponen ejecutar, por citar algunas cuestiones.   

De ahí que pueda apreciarse que dada la decisión de “Declarar, en el marco de la Ley  11340 y hasta el 31 de diciembre de 2008, de emergencia la realización de obras de infraestructura en asentamientos poblacionales existentes en el territorio de la Provincia de Buenos Aires” el único requisito con el que se cumple fehacientemente es el del plazo de duración de la medida y que al “disponer que las acciones que demande la implementación del presente Decreto serán responsabilidad de los señores Ministros Secretarios en los Departamentos de Jefatura de Gabinete y Gobierno y de Infraestructura” ese parece ser el único objetivo, lo que implica generar un marco de discrecionalidad en el manejo de los recursos públicos, con la sola limitación que cada una de las obras que se emprendan no podrán exceder la suma de setecientos cincuenta mil pesos por asentamiento”, no obstante la salvedad al “establecer que las razones de reconocida urgencia que den lugar a la aplicación del presente régimen de excepción deberán ser adecuadamente fundamentadas en cada emprendimiento u obra individual, quedando bajo exclusiva responsabilidad de los funcionarios mencionados”...

La solución de los problemas que se presentan no se hallará en el manejo discrecional de los fondos, que conllevan a las contrataciones directas, superpoderes, o como quiera denominarse a la asignación de poderes y atribuciones que van más allá que lo establecido en el marco normativo que rige la institucionalidad, a la que atenta.

No se pone en duda la necesidad de responder a los requerimientos y legítimas demandas de todos los habitantes del territorio provincial, y que es imperioso se afronten las cuestiones que preocupan al conjunto y se lo resuelve con prontitud y urgencia. De eso se trata en suma a la hora de Gobernar. 

Pero no se trata de ir de emergencia en emergencia sin un programa. Más aún preocupa, que desde distintos sectores políticos, incluídos algunos que pueden considerarse cercanos o aún propios del signo político que Gobierna la Provincia de Buenos Aires desde 1987, e intendentes municipales se exponga el “temor” a que se trate de una decisión vinculada antes a circunstancias electorales partidarias que a una política de Estado, que dista de serlo no bien se aprecie que se agota en la declaración de emergencia sin especificar medida u obra alguna que posibilite ameritar la conveniencia y necesidad de apelar al recurso de la Emergencia. 

Sin exhibir datos cuando menos estimativos que surjan de relevamientos realizados, la ausencia de ellos constituye un elemento que lleva a considerar injustificado el dictado de ese Decreto.  

Es en tal convicción, y entendiendo que esta Cámara en particular y la Legislatura en general ha sido un ámbito en el cual se ha actuado con prontitud – a veces por demás incluso – ante los requerimientos legislativos del Poder Ejecutivo, la decisión de sortear su intervención lleva a plantear no sólo la inquietud ante tal circunstancia, sino a expresar la decisión de requerir se suspendan los efectos del Decreto 1538/08, hasta tanto se tome conocimiento del Expediente 2200-7900/08 y se verifiquen las razones específicas – que no surgen del Decreto de referencia – para que el mismo cumpla cabalmente con los recaudos que la Ley a la que se remite, establece para la declaración de emergencia. 

